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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 22 de octubre de 2019. 

I. 

El 16 de septiembre de 2018 el señor Reynaldo Quiles y la 

señora Zenaida Cátala Rodríguez, ambos por sí y en representación 

de la Sociedad Legal de Bienes Gananciales compuesta por ambos 

(Quiles et al.), presentaron Demanda en contra de Universal 

Insurance Company (Universal), la compañía de seguro de su 

residencia para la fecha del paso del Huracán María por Puerto 

Rico.1 Adujeron que Universal incumplió con los términos y 

condiciones de la póliza de seguros expedida a su favor al no 

compensarlos adecuadamente por los daños causados a su 

propiedad por el paso del Huracán. 

El 4 de febrero de 2019 Universal presentó Moción de 

Sentencia Sumaria. Solicitó la desestimación de la causa de acción 

instada en su contra al amparo de la defensa de pago en finiquito. 

                                                 
1 También codemandado a otras aseguradoras y partes de nombres desconocidos.  
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Arguyó que, luego de evaluar los daños reclamados, valoró los 

mismos y le extendió una oferta de pago, la cual fue aceptada. 

Añadió que la parte demandante cobró el cheque y que, al año de 

haber mediado resarcimiento, instó la Demanda de epígrafe, lo cual 

era un acto de temeridad.2 

El 25 de febrero de 2019 Quiles et al., presentaron Moción en 

Oposición a Solicitud de Sentencia Sumaria. Entre otras cosas, 

sostuvo que el pago era inválido porque se emitió a un mes del paso 

del Huracán María, que Universal actuó incorrectamente al aplicar 

un 2% de deducible en el ajuste y que la defensa de pago en finiquito 

no podía ser invocada por las aseguradoras. Además, alegó que el 

lenguaje de que el pago era final se encontraba en letras pequeñas 

al reverso del cheque. El 4 de marzo de 2019 Universal presentó 

Réplica a Moción en Oposición a Solicitud de Sentencia Sumaria. 

El 9 de julio de 2019, notificada el 12, el Tribunal de Primera 

Instancia dictó Sentencia desestimando la Demanda con perjuicio 

contra Universal. Concluyó que de las alegaciones de ambas partes 

y de la evidencia sometida, surgía la aceptación de la oferta como 

un pago final. Inconformes, el 29 de julio de 2019, Quiles et al., 

presentaron Moción de Reconsideración y Solicitud de Determinación 

de Hechos Adicionales. Adujeron que Universal no les orientó sobre 

su derecho de solicitar reconsideración sobre el ajuste; que, de una 

somera lectura al cheque emitido por Universal, se podía constatar 

que no decía en ningún lugar que el pago era total por la 

reclamación; que en el Desglose de Pago cursado por Universal no 

indicaba que el pago era uno total y que, por tanto, la aseguradora 

cometió prácticas desleales. 

El 31 de julio de 2019 Universal presentó Oposición a Moción 

de Reconsideración y Solicitud de Determinación de Hechos 

                                                 
2 Como parte de la referida solicitud incluyó como anejos; la póliza de la vivienda, 

acuse de recibo de la reclamación, ajuste de la reclamación, desglose de pago, y 

copia del cheque emitido y cobrado, incluyendo el reverso de éste. 
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Adicionales. Planteó que el cuerpo regulatorio en materia de seguros 

no les impone a las aseguradoras, en el manejo de una reclamación, 

detallarle al asegurado todas las acciones que puede tomar en su 

contra. También, arguyó que el cheque emitido tenía nota indicativa 

de pago final de la reclamación. Además, que el Desglose de Pago 

establecía que la cuantía detallada constituía la oferta transaccional 

y que el asegurado no estaba ajeno de los daños contemplados en el 

ajuste, como alegaba, ya que él mismo sometió estimados de los 

daños reclamados. 

El 1 de agosto de 2019, notificada 7, el Tribunal de Primera 

Instancia emitió Resolución declarando “No ha Lugar” la Moción de 

Reconsideración y Solicitud de Determinación de Hechos Adicionales. 

Inconformes aún, Quiles et al., recurrieron ante nos mediante 

Recurso de Apelación Civil. Plantean:    

Primer Error: Erró el TPI-Bayamón al determinar que 

ocurrió una transacción al instante de pago en finiquito 
de todas la, particularmente, la CUBIERTA A, B y D, de 
vivienda, otras estructuras y valor de alquiler razonable, 

aun cuando de los documentos del registro surge 
claramente que Universal no ha ofrecido pago respecto 

a la primera y última. 
 
Segundo Error: Erró el TPI-Bayamón al dictar sentencia 

sumaria por pago en finiquito sin adjudicar las 
controversias materiales sobre las violaciones de 

Universal al ordenamiento jurídico de seguros y, a la luz 
de la indebida ventaja que alega la parte demandante-
apelante durante la investigación, ajuste y pago de la 

reclamación. 
 

El 13 de septiembre de 2019 Universal presentó su Alegato. 

Contando con la comparecencia de ambas partes, resolvemos. 

II. 
 

A. 
 

El mecanismo procesal de la sentencia sumaria, estatuido en 

la Regla 36 de Procedimiento Civil,3 tiene como propósito principal 

favorecer la solución justa, rápida y económica de los pleitos civiles 

                                                 
3 32 LPRA Ap. V. 
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que no presentan controversias genuinas o reales sobre hechos 

materiales, por lo que resulta innecesaria la celebración de un 

juicio.4 En estos casos, toda vez que los tribunales sólo tienen que 

dirimir cuestiones relativas a controversias de derecho,5 se agiliza el 

proceso judicial y alivia la carga de trabajo de los tribunales.6  

Sin embargo, como regla general, la sentencia sumaria no 

procede ante la existencia de una controversia sobre hechos 

esenciales materiales, o si la controversia del caso está basada en 

elementos subjetivos como: intención, propósitos mentales, 

negligencia o credibilidad.7 Existen casos que no se deben resolver 

mediante sentencia sumaria porque resulta difícil reunir la verdad 

de los hechos mediante declaraciones juradas o deposiciones.8 De 

igual modo, no es apropiado resolver por la vía sumaria “casos 

complejos o aquellos en los que estén presentes cuestiones de 

interés público”.9 De no estar presentes las limitaciones antes 

descritas, la sentencia sumaria puede utilizarse para disponer del 

caso respecto a cualquier parte o sobre la totalidad de la reclamación 

solicitada.10 Este mecanismo lo puede usar el reclamante o la parte 

que se defiende de una reclamación.11  

Un hecho material esencial es aquel que podría afectar el 

resultado de la reclamación de acuerdo al derecho sustantivo 

aplicable.12 Al atender la petición, los tribunales considerarán las 

alegaciones, las deposiciones, las contestaciones a los 

interrogatorios y las admisiones ofrecidas, en unión a las 

declaraciones juradas que se produzcan. Pueden considerar todos 

                                                 
4 Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 212 (2010). 
5 Mejías v. Carrasquillo, 185 DPR 288, 299 (2012).   
6 Zapata Berríos v. J.F. Montalvo Cash & Carry, Inc., 189 DPR 414, 430 (2013). 
7 Rivera Rodríguez v. Rivera Reyes, 168 DPR 193, 212 (2006); Soto v. Hotel Caribe 
Hilton, 137 DPR 294, 301 (1994). 
8 Jusino v. Walgreens, 155 DPR 560, 579 (2001). 
9 Íd., pág. 579. 
10 Regla 36.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V; Ramos Pérez v. Univisión, 

supra, pág. 213. 
11 Véase: Regla 36.1 y 36.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V; S.L.G. 
Szendrey-Ramos v. Consejo Titulares, 184 DPR 133, 165 (2011). 
12 S.L.G. Szendrey-Ramos v. Consejo Titulares, supra, pág. 167. 
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los documentos en el expediente, por lo que no tienen que limitarse 

a los hechos o a los documentos que se produzcan en la solicitud.13  

Al considerar la solicitud, se deben asumir como ciertos los 

hechos no controvertidos que se encuentran sustentados por los 

documentos que presenta el promovente.14 La inferencia razonable 

que pueda surgir de los hechos y de los documentos se debe 

interpretar en contra de quien solicita la sentencia sumaria, pues 

sólo procede el dictamen sumario si bajo ningún supuesto de hechos 

prevalece el promovido.15 La parte que se oponga deberá demostrar 

que existe una controversia de hechos y, como regla general, deberá 

presentar las contradeclaraciones y los documentos que refuten los 

del promovente.16 La parte contra la que se solicite el mecanismo 

sumario no debe cruzarse de brazos, pues se expone a que se acoja 

la solicitud y se resuelva en su contra.17 

El Tribunal de Apelaciones está en la misma posición que el 

Tribunal de Primera Instancia al momento de revisar una solicitud 

de sentencia sumaria. Además, debe utilizar los mismos criterios 

que el ordenamiento le impone al foro primario para analizar la 

procedencia de la moción de sentencia sumaria El foro apelativo 

intermedio no podrá considerar evidencia que las partes no 

presentaron en el Tribunal de Primera Instancia. Las partes que 

recurren a un foro apelativo no pueden litigar asuntos que no fueron 

traídos a la atención del foro de instancia. El Tribunal de 

Apelaciones tiene facultad para revisar si existe una controversia 

real sobre los hechos materiales, pero no puede adjudicarlos. La 

facultad de adjudicar los hechos materiales en controversia le 

compete al foro primario luego de celebrado el juicio en su fondo. La 

                                                 
13 Véase: Zapata Berríos v. J.F. Montalvo Cash & Carry, Inc., supra, pág. 433; 

Const. José Carro, S.E. v. Municipio Autónomo de Dorado, 186 DPR 113, 130 

(2012). 
14 E.L.A. v. Cole, 164 DPR 608, 626 (2005). 
15 Íd., pág. 625. 
16 Íd. 
17 Ramos Pérez v. Univisión, supra, págs. 214-215. 
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revisión del Tribunal de Apelaciones es de novo. Este tribunal debe 

examinar el expediente de la manera más favorable hacia la parte 

que se opuso a la moción de sentencia, llevando a cabo todas las 

inferencias permisibles a su favor. Por estar en la misma posición 

que el foro primario, el Tribunal de Apelaciones debe revisar que 

tanto la moción de sentencia sumaria como la oposición cumplan 

con la Regla 36 de Procedimiento Civil.18 

B. 

Como parte del principio de contratación que rige nuestra 

jurisdicción, las partes pueden establecer los pactos, las cláusulas 

y las condiciones que tengan por conveniente, siempre que todas 

estas no sean contrarias a las leyes, a la moral, ni al orden público.19 

Al cumplir con lo anterior, un contrato adquiere fuerza de ley entre 

las partes y estas quedan obligadas por lo pactado.20 Los tribunales 

no podemos relevar a una parte de cumplir con el contrato cuando 

es legal, válido y no contiene vicio alguno.21 

El contrato de seguros es uno mediante el cual una persona 

se obliga a indemnizar a otra, o a pagarle o a proveerle un beneficio 

específico o determinable al producirse un suceso incierto previsto 

en la obligación.22 En este tipo de contrato, el asegurado transfiere 

el riesgo a la compañía aseguradora a cambio de una prima y surge 

una obligación por parte de esta de responder por los daños 

económicos que sufra el asegurado en caso de ocurrir el evento 

específico.23 Dispone el Código de Seguros en su Art. 11.140, que la 

póliza es el instrumento donde se deja por escrito un contrato de 

seguros y se articulan los riesgos que cubre el seguro, las 

exclusiones y todas las condiciones del mismo.24 

                                                 
18 Meléndez González v. M. Cuebas, 193 DPR 100 (2015). 
19 Art. 1207 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 3372. 
20 S.L.G. Irizarry v. S.L.G. García, 155 DPR 713, 725 (2001). 
21 De Jesús González v. A.C., 148 DPR 255, 271 (1999). 
22 Art. 1.020 del Código de Seguros de Puerto Rico, 26 LPRA sec. 102. 
23 Coop. Ahorro y Créd. Oriental v. S.L.G., 158 DPR 714, 721 (2003). 
24 26 LPRA sec.1114. 
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Al determinar cuáles son los riesgos cubiertos por un seguro, 

es necesario considerar si en el contrato figura alguna “cláusula de 

exclusión”. Estas cláusulas tienen el propósito de limitar la cubierta 

establecida en el acuerdo principal y disponen que el asegurador no 

responderá por determinados eventos, riesgos o peligros.25 Para 

interpretar esas cláusulas y el contrato de seguros en general, el Art. 

11.250 del Código de Seguros dispone lo siguiente:  

Todo contrato de seguro deberá interpretarse 

globalmente, a base del conjunto total de sus términos 
y condiciones, según se expresen en la póliza y según 

se hayan ampliado, extendido, o modificado por 
aditamento, endoso o solicitud adherido a la póliza y 
que forme parte de ésta.26 

 

La jurisprudencia considera el contrato de seguro como uno 

de adhesión. Esto porque es el asegurador quien redacta la póliza 

conforme a sus intereses sin la intervención directa del asegurado.27 

En vista de la naturaleza de este tipo de contrato, el asegurador tiene 

la obligación de establecer en la póliza, de forma clara, los riesgos 

por los que está obligado a responder.28 Igualmente el Tribunal 

Supremo adoptó como regla general la interpretación liberal a favor 

del asegurado este tipo de contrato.29 En Quiñones López v. Manzano 

Pozas, el Tribunal Supremo explicó este principio de la siguiente 

forma: 

[E]n caso de dudas en la interpretación de una póliza, 
ésta debe resolverse de modo que se realice el propósito 

de la misma: proveer protección al asegurado. Es por 
eso que no se favorecerán las interpretaciones sutiles 
que le permitan a las compañías aseguradoras evadir 

su responsabilidad. Corresponde a los tribunales 
buscar el sentido y significado que a las palabras de la 

póliza en controversia le daría una persona normal de 
inteligencia promedio que fuese a comprar la misma.30 
 

No obstante, este principio de interpretación no tiene el efecto 

de obligar a los tribunales a decidir a favor del asegurado una 

                                                 
25 Monteagudo Pérez v. E.L.A., 172 DPR 12, 21 (2007). 
26 26 LPRA sec. 1125. 
27 Quiñones López v. Manzano Pozas, 141 DPR 139, 155 (1996). 
28 Meléndez Piñero v. Levitt & Sons of P.R., 129 DPR 521, 547 (1991). 
29 Aparicio v. Asoc. de Maestros, 73 DPR 596, 602 (1952). 
30 Quiñones López v. Manzano Pozas, supra, pág. 155. 
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cláusula que claramente le da la razón al asegurador cuando su 

significado y alcance sea claro y libre de ambigüedad.31 

C. 

La figura jurídica accord and satisfaction, también conocida 

como la aceptación de pago en finiquito, constituye una forma de 

extinción de las obligaciones.32 Se configura si existe: (1) una 

reclamación ilíquida o sobre la cual exista controversia bonafide; (2) 

un ofrecimiento de pago por el deudor; y (3) una aceptación del 

ofrecimiento de pago por el acreedor. Este ofrecimiento de pago tiene 

que ir acompañado por declaraciones o actos que claramente 

indiquen que el pago ofrecido por el deudor al acreedor es en pago 

total, completo y definitivo de la deuda existente entre ambos.33 El 

acreedor, al hacérsele el ofrecimiento de pago sujeto a la condición 

de que al aceptarlo se entenderá en saldo de su reclamación, tiene 

el deber de devolver al deudor la cantidad ofrecida, si no está 

conforme con dicha condición. 

D.  

Según definido en el Art. 1709 del Código Civil, el contrato de 

transacción es uno en el que “las partes, dando, prometiendo o 

reteniendo cada una alguna cosa, evitan la provocación de un pleito 

o ponen término al que había comenzado”.34 De ordinario, mediante 

este tipo de acuerdo transaccional, las partes ceden ciertos intereses 

con el fin de finiquitar la controversia y así evitar los inconvenientes 

de una azarosa litigación.35 Los elementos que constituyen este tipo 

de contrato son: (1) una relación jurídica incierta y litigiosa; (2) la 

intención de los contratantes de componer el litigio y sustituir la 

                                                 
31 López v. Atlantic Southern Ins. Co., 158 DPR 562, 569 (2003). 
32 H.R. Elec. Inc. v. Rodríguez, 114 DPR 236, 242-243 (1983). 
33 Íd. 
34 Art. 1709 del Código Civil, 31 LPRA sec. 4821. 
35 Mun. San Juan v. Prof. Research, 171 DPR 219, 238 (2007). 
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relación dudosa por otra cierta e incontestable, y (3) las concesiones 

recíprocas concesiones de las partes.36 

Existen dos tipos de contratos de transacción: el judicial y el 

extrajudicial.37 “Si, antes de comenzar un pleito, las partes acuerdan 

eliminar la controversia mediante un acuerdo, nos encontramos 

ante un contrato de transacción extrajudicial”.38  En cuanto a sus 

efectos, el contrato de transacción “tiene para las partes la autoridad 

de la cosa juzgada”.39 Por lo tanto, las partes “tienen que considerar 

los puntos discutidos como definitivamente resueltos, y no pueden 

volver nuevamente sobre éstos”.40 

III.  

Quiles et al., en esencia, sostienen que erró el Tribunal de 

Primera Instancia al desestimar su causa de acción a pesar de la 

existencia de hechos materiales y esenciales en controversia. Alegan 

que no procedía aplicar la defensa de pago en finiquito, pues la 

oferta de Universal provenía de actos contrarios a la ley que regulan 

la práctica de seguro y prohíben las prácticas desleales en el ajuste 

de reclamaciones. Además, aducen que no se ha emitido pago por 

ciertas cubiertas por lo que es improcedente la defensa de pago en 

finiquito. 

Evaluadas las “Determinaciones de Hechos” a las que llegó el 

Tribunal de Primera Instancia, consideramos que cada una de ellas 

está avalada por los documentos que Universal sometió junto a su 

moción de sentencia sumaria. Quiles et al., no presentaron 

documento alguno que lograra refutar ninguna de éstas. Entre ellas, 

                                                 
36 Art. 1709 del Código Civil, supra; Demeter Int´l v. Scrio. Hacienda, 199 DPR 706, 

729-30 (2018); Fonseca v. Hosp. HIMA, 184 DPR 281 (2012); Mun. de San Juan v. 
Prof. Research, supra; Neca Mortg. Corp. v. A & W Dev. S.E., 137 DPR 860, 870 

(1995). 
37 Demeter Int´l v. Scrio. Hacienda, supra; Orsini García v. Srio. de Hacienda, 177 

DPR 596, 624 (2009); Monteagudo Pérez v. ELA, 172 DPR 12, 18 n.1 (2007); 

Igaravidez v. Ricci, 147 DPR 1, 5 (1998); Neca Mortg. Corp. v. A & W Dev. S.E., 
supra. 
38 Neca Mortg. Corp. v. A & W Dev. S.E., supra, pág.  870. 
39 Art. 1715 del Código Civil, 31 LPRA sec. 4827. 
40 NECA Mortgage Corp., supra, pág. 872; Citibank v. Dependable Ins. Co., Inc., 
121 DPR 503, 516 (1988). 



 
 

 
KLAN201901006 

 

10 

y de importancia cardinal para la resolución del caso de autos, surge 

que Universal le remitió al apelante un Desglose de Pago, en donde 

le informó que la valoración de los daños a la estructura fue 

$3,057.76, pero que era de aplicación un deducible de $3,141.20. A 

su vez, le indicó que la valoración de los daños por la cubierta de 

otras estructuras fue por $1,351.92, a lo cual era de aplicación un 

deducible de $500.00 y que el total a pagar sería de $851.92. 

Además, se hizo constar que dicha cuantía era la oferta 

transaccional.  

El Sr. Quiles no presentó ningún documento que 

controvirtiera el hecho de que Universal le informó que esas 

cuantías constituían la totalidad de su reclamación. Tampoco 

presentó ningún documento que demostrara que Universal lo obligó 

a aceptar la oferta. Precisamente, el cheque que Universal le remitió 

fue por la cantidad de $851.92, el cual, bajo el renglón de tipo de 

pago en cuanto a la pérdida, se marcó el encasillado de final. 

Estimamos, igual que el Foro recurrido, que concurren los 

requisitos esenciales para que se configure la figura de pago en 

finiquito. Primero, existe controversia bona fide sobre la reclamación 

hecha por el Sr. Quiles a Universal respecto a la cuantía pagada por 

los daños a su propiedad como consecuencia del Huracán María. 

Segundo, Universal ofreció al Sr. Quiles $851.92 como pago total de 

su reclamación. Tercero, aunque no estaba de acuerdo con la 

cantidad, el Sr. Quiles aceptó y cobró el cheque que le remitieron. 

Configurada la figura de pago en finiquito, se dio una “transacción 

al instante”, en cuyo caso, no erró el Tribunal de Primera Instancia 

al emitir la Sentencia objeto de apelación.  

IV. 

Por los fundamentos expuestos, se confirma la Sentencia 

apelada. 
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 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


